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Descripción
de hechos

La consultante está dada de alta como autónoma tributando en el régimen de estimación
 directa
simplificada en el IRPF. Su actividad consiste en realizar unos videos que
 luego sube a una
plataforma de internet (Youtube) gestionada por una empresa establecida
en Irlanda que abona una
contraprestación a la consultante.

La factura por dicha prestación de servicios la hace directamente la empresa establecida
en Irlanda.

Cuestión
planteada

1.) Tributación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido de la citada actividad,
 así como la
inclusión de la consultante en el Registro de operadores intracomunitarios
como consecuencia de la
misma.

2.) Tributación de tales rendimientos en el IRPF

Contestación
completa

1.) Impuesto sobre el Valor Añadido.

Primero.- De conformidad con el artículo 4.Uno de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre,
del impuesto
sobre el valor añadido (BOE del 29 de diciembre) estarán sujetas al impuesto
 “las entregas de
bienes y prestaciones de servicios realizadas en el ámbito espacial
del impuesto por empresarios o
profesionales a título oneroso, con carácter habitual
 u ocasional, en el desarrollo de su actividad
empresarial o profesional, incluso si
se efectúan en favor de los propios socios, asociados, miembros
o partícipes de las
entidades que las realicen.”.

El artículo 5 de la Ley del impuesto señala que:

“Uno. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, se reputarán empresarios o profesionales:

a) Las personas o entidades que realicen las actividades empresariales o profesionales
definidas en
el apartado siguiente de este artículo.

No obstante, no tendrán la consideración de empresarios o profesionales quienes realicen
exclusivamente entregas de bienes o prestaciones de servicios a título gratuito, sin
perjuicio de lo
establecido en la letra siguiente.

(…).”.

Define el artículo 5, en su apartado dos, de la Ley del impuesto las actividades
 empresariales o
profesionales como “las que impliquen la ordenación por cuenta propia
de factores de producción
materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad
de intervenir en la producción o distribución
de bienes o servicios.

En particular, tienen esta consideración las actividades extractivas, de fabricación,
 comercio y
prestación de servicios, incluidas las de artesanía, agrícolas, forestales,
ganaderas, pesqueras, de
construcción, mineras y el ejercicio de profesiones liberales
y artísticas.”.

Adicionalmente, el artículo 11 de la Ley del impuesto define el hecho imponible prestación
 de
servicios como “toda operación sujeta al citado tributo que, de acuerdo con esta
Ley, no tenga la
consideración de entrega, adquisición intracomunitaria o importación
de bienes.”.



El apartado Dos del mismo artículo precisa que:

“Dos. En particular, se considerarán prestaciones de servicios:

1.º El ejercicio independiente de una profesión, arte u oficio.

(…).”.

En base a lo anterior, la consultante tiene, a los efectos del impuesto, la condición
de empresario o
profesional y las operaciones efectuadas deben ser calificadas como
prestaciones de servicios que
estarán sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido cuando
se entiendan realizadas en el territorio de
aplicación del impuesto.

Segundo.- De conformidad con el escrito de la consulta, la consultante presta un
servicio consistente
en suministrar unos vídeos para su visionado a través de una
plataforma de internet.

Define el artículo 69, apartado Tres, número 4º, de la Ley 37/1992 los servicios
 prestados vía
electrónica como “aquellos servicios que consistan en la transmisión
enviada inicialmente y recibida
en destino por medio de equipos de procesamiento,
 incluida la compresión numérica y el
almacenamiento de datos, y enteramente transmitida,
 transportada y recibida por cable, radio,
sistema óptico u otros medios electrónicos
y, entre otros, los siguientes:

a) El suministro y alojamiento de sitios informáticos.

b) El mantenimiento a distancia de programas y de equipos.

c) El suministro de programas y su actualización.

d) El suministro de imágenes, texto, información y la puesta a disposición de bases
de datos.

e) El suministro de música , películas, juegos, incluidos los de azar o de dinero,
y de emisiones y
manifestaciones políticas, culturales, artísticas, deportivas, científicas
o de ocio.

f) El suministro de enseñanza a distancia.

A estos efectos, el hecho de que el prestador de un servicio y su destinatario se
comuniquen por
correo electrónico no implicará, por sí mismo, que el servicio tenga
 la consideración de servicio
prestado por vía electrónica.”.

El concepto de servicios prestados por vía electrónica es un concepto comunitario
 que debe
interpretarse de acuerdo con lo dispuesto tanto en la Directiva 2006/112/CE
del Consejo (DO L 347
de 11 de diciembre), de 28 de noviembre, relativa al sistema
 común del Impuesto sobre el Valor
Añadido como lo dispuesto en el Reglamento de ejecución
número 282/2011 del Consejo, de 15 de
marzo, por el que se establecen disposiciones
de aplicación de la Directiva 2006/112/CE.

De acuerdo con el Anexo II, apartados 2), 3) y 4), de la Directiva del impuesto tienen
 la
consideración de servicios prestados vía electrónica:

“2) Suministro de programas y su actualización;

3) Suministro de imágenes, texto e información y la puesta a disposición de bases
de datos;

4) Suministro de música , películas y juegos, incluidos los de azar o de dinero, y
de emisiones y
manifestaciones políticas, culturales, artísticas, deportivas, científicas
o de ocio;”.

En desarrollo de lo anterior, el artículo 7 del Reglamento 282/2011, señala que:

“1. Las «prestaciones de servicios efectuadas por vía electrónica» contempladas en
 la Directiva
2006/112/CE abarcarán los servicios prestados a través de Internet o
de una red electrónica que, por
su naturaleza, estén básicamente automatizados y requieran
 una intervención humana mínima, y
que no tengan viabilidad al margen de la tecnología
de la información.

2. El apartado 1 abarcará, en particular, los casos siguientes:

(…)

f) los servicios enumerados en el anexo I.

(…).”.

En desarrollo de lo anterior, el Anexo I del Reglamento 282/2011 señala que entre
los servicios que
deben entenderse comprendidos dentro del apartado 4) del Anexo II
de la Directiva del impuesto los
siguientes:

“4) Punto 4 del anexo II de la Directiva 2006/112/CE:

a) acceso o descarga de música  en ordenadores personales y teléfonos móviles;

b) acceso o descarga de melodías, fragmentos musicales, tonos de llamada u otros
sonidos;

c) acceso o descarga de películas;

d) descarga de juegos a ordenadores personales y teléfonos móviles;



e) acceso automatizado a juegos en línea que dependan de Internet, o de otra red
 electrónica
similar, en los que los jugadores se encuentren en lugares diferentes;

f) recepción de programas de radio o televisión distribuidos a través de la red de
 radiodifusión o
televisión, de internet o de redes electrónicas similares, para escucharlos
o verlos en el momento
elegido por el usuario y previa petición individual de este
 último basándose en un catálogo de
programas seleccionado por el prestador del servicio
de comunicación, como por ejemplo, televisión
o vídeo a la carta;

g) recepción de programas de radio o televisión distribuidos a través de internet
 o de redes
electrónicas similares (IP streaming), salvo que se transmitan o retransmitan
 simultáneamente a
través de las redes tradicionales de radio o televisión;

h) suministro de contenidos de audio y audiovisuales a través de las redes de comunicaciones
que
no sean facilitados por un prestador de servicios de comunicación bajo su responsabilidad
editorial;

i) entrega subsiguiente de producciones de audio o audiovisuales de un prestador
de servicios de
comunicación a través de las redes de comunicaciones por una persona
distinta de dicho prestador.”.

De acuerdo con lo anterior, el servicio prestado por la consultante consistente en
 suministrar un
contenido audiovisual en formato electrónico para su visionado a través
 de una plataforma de
internet tendría la consideración de un servicio prestado por
 vía electrónica. Este es el criterio
reiterado de este Centro directivo en supuestos
similares al planteado en la presente consulta, por
todas, la contestación vinculante
de 16 de octubre de 2018, número V2741-18 y de 15 de abril de
2021, número V0932-21.

Tercero.- Las reglas referentes a la determinación del lugar de realización de las
 prestaciones de
servicios se contienen en los artículos 69, 70 y 72 de la Ley 37/1992,
señalando el artículo 69 que:

“Uno. Las prestaciones de servicios se entenderán realizadas en el territorio de
 aplicación del
Impuesto, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente de
este artículo y en los artículos 70
y 72 de esta Ley, en los siguientes casos:

1.º Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal y radique
en el citado
territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un
establecimiento permanente o,
en su defecto, el lugar de su domicilio o residencia
habitual, siempre que se trate de servicios que
tengan por destinatarios a dicha sede,
establecimiento permanente, domicilio o residencia habitual,
con independencia de
dónde se encuentre establecido el prestador de los servicios y del lugar desde
el
que los preste.

(…).”.

De acuerdo con lo anterior, los servicios objeto de consulta se localizarán en el
 territorio de
aplicación del impuesto cuando el destinatario del servicio sea un empresario
o profesional actuando
como tal y tenga en dicho ámbito espacial la sede de actividad
económica o cuente en el mismo con
un establecimiento permanente o, en su defecto,
su residencia o domicilio habitual siempre que los
servicios en cuestión tengan por
destinatarios a esa sede, establecimiento, residencia o domicilio.

De la escueta información aportada se deduce que la entidad destinataria del servicio
 es un
empresario o profesional que actúa como tal y que se encuentra establecido en
otro Estado miembro
de la Unión Europea sin que cuente con un establecimiento permanente
en el territorio de aplicación
del Impuesto. En conclusión, se deduce que los servicios
 prestados por la consultante están
referidos y tienen por destinataria la sede del
cliente localizado en Irlanda, por lo que se encontrarán
no sujetos al Impuesto sobre
el Valor Añadido

Cuarto.- Asimismo, el artículo 79.1.3° del Reglamento del Impuesto, aprobado por
el Real Decreto
1624/1992, de 29 de diciembre (BOE de 31 de diciembre) dispone lo
siguiente:

“1. Estarán obligados a presentar la declaración recapitulativa los empresarios y
 profesionales,
incluso cuando tengan dicha condición con arreglo a lo dispuesto en
el apartado cuatro del artículo 5
de la Ley del Impuesto, que realicen cualquiera
de las siguientes operaciones:

(...)

3.º Las prestaciones intracomunitarias de servicios.

A efectos de este Reglamento, se considerarán prestaciones intracomunitarias de servicios
 las
prestaciones de servicios en las que concurran los siguientes requisitos:

a) Que, conforme a las reglas de localización aplicables a las mismas, no se entiendan
prestadas en
el territorio de aplicación del Impuesto.

b) Que estén sujetas y no exentas en otro Estado miembro.

c) Que su destinatario sea un empresario o profesional actuando como tal y radique
en dicho Estado
miembro la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un
establecimiento permanente o,
en su defecto, el lugar de su domicilio o residencia
 habitual, o que dicho destinatario sea una



persona jurídica que no actúe como empresario
o profesional pero tenga asignado un número de
identificación a efectos del Impuesto
suministrado por ese Estado miembro.

d) Que el sujeto pasivo sea dicho destinatario.”.

De conformidad con lo anterior, el servicio realizado por la consultante tiene la
 consideración de
prestación intracomunitaria de servicios.

De este modo, su realización determina la obligación de informar de estas operaciones
 en la
declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias, modelo 349, que
 deberá presentarse
mensual o trimestralmente de acuerdo con los criterios contenidos
en el artículo 81 del Reglamento
del Impuesto.

De la misma forma, debe indicarse que el sujeto pasivo de dicho servicio será su
 destinatario a
través del mecanismo de inversión en el Estado miembro en el que se
encuentre establecido, de
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 196 de la Directiva
2006/112/CE.

En todo caso, tanto el prestador como el destinatario del servicio deberán disponer
de un Número de
Identificación Fiscal a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido
 (NIF-IVA) atribuido por las
administraciones tributarias correspondientes. En el caso
de que dicha Administración tributaria sea
la española, la atribución del mencionado
número se realizará previa solicitud de inscripción en el
Registro de Operadores Intracomunitarios
(ROI), de acuerdo con lo previsto en el artículo 25.2 del
Reglamento General de las
actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de
desarrollo
de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado
por
Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio (BOE de 5 de noviembre).

Quinto.- En relación con la cuestión de facturación, el artículo 2.2, letra a), del
Reglamento por el que
se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el
 Real Decreto 1619/2012, de 30 de
noviembre (BOE del 1 de diciembre), señala que deberá
expedirse factura y copia de esta en todo
caso en las siguientes operaciones:

“a) Aquéllas en las que el destinatario sea un empresario o profesional que actúe
 como tal, con
independencia del régimen de tributación al que se encuentre acogido
el empresario o profesional
que realice la operación, así como cualesquiera otras
en las que el destinatario así lo exija para el
ejercicio de cualquier derecho de
naturaleza tributaria.

(…).”.

El apartado 3 del mismo artículo, en su actual redacción dada por el Real Decreto
424/2021, de 15
de junio (BOE del 16 de junio), que entró en vigor el día 1 de julio
de 2021, indica:

“La obligación de expedir factura a que se refieren los apartados anteriores, se
ajustará a las normas
establecidas en este Reglamento, en los siguientes supuestos:

(…)

b) Para las operaciones distintas de las señaladas en la letra a) anterior cuando:

(...)

b´) El proveedor o prestador esté establecido en el territorio de aplicación del
Impuesto o tenga en el
mismo un establecimiento permanente o, en su defecto, el lugar
 de su domicilio o residencia
habitual, a partir del cual se efectúa la entrega de
bienes o prestación de servicios y dicha entrega o
prestación, conforme a las reglas
de localización aplicables a las mismas, no se entienda realizada
en el territorio
de aplicación del Impuesto, en los siguientes supuestos:

a´´) Cuando la operación esté sujeta en otro Estado miembro, el sujeto pasivo del
Impuesto sea el
destinatario para quien se realice la operación y la factura no sea
materialmente expedida por este
último en nombre y por cuenta del proveedor del bien
o prestador del servicio.".

Respecto al contenido de las facturas y las copias de las mismas, el artículo 6 del
Reglamento de
facturación señala:

“1. Toda factura y sus copias contendrán los datos o requisitos que se citan a continuación,
 sin
perjuicio de los que puedan resultar obligatorios a otros efectos y de la posibilidad
 de incluir
cualesquiera otras menciones:

(…)

m) En el caso de que el sujeto pasivo del Impuesto sea el adquirente o el destinatario
 de la
operación, la mención «inversión del sujeto pasivo.”.

Con base en todo lo anterior y a modo de resumen, la consultante debe declarar la
operación como
no sujeta al Impuesto por reglas de localización, consignando solamente
 la base imponible en la
declaración, dado que será el destinatario quien declare el
Impuesto devengado en la operación en
su Estado miembro. En la factura deberá figurar
la mención “inversión del sujeto pasivo”, de acuerdo
al precepto citado anteriormente.



Sexto.- No obstante lo anterior, de la información suministrada en el escrito de
 consulta parece
deducirse que, el cumplimiento de la obligación de expedir factura
 se estaría realizando por la
empresa irlandesa, esto es, por el propio destinatario
de los servicios objeto de consulta.

En este sentido, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 224 de la Directiva
2006/112/CE,
que dispone que:

“Los adquirentes o destinatarios podrán expedir facturas respecto de las entregas
 de bienes o
prestaciones de servicios que hayan recibido de un sujeto pasivo, siempre
que haya acuerdo previo
entre ambas partes y a condición de que cada factura sea objeto
de un procedimiento de aceptación
por el sujeto pasivo que realiza la entrega de bienes
 o la prestación de servicios. Los Estados
miembros podrán exigir que tales facturas
 sean expedidas en nombre y por cuenta del sujeto
pasivo.”.

Dicho artículo ha sido objeto de transposición al ordenamiento jurídico interno en
virtud del artículo 5
del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación,
que dispone que:

“1. La obligación a que se refiere el artículo 2 podrá ser cumplida materialmente
por los destinatarios
de las operaciones o por terceros. En cualquiera de estos casos,
el empresario o profesional o sujeto
pasivo obligado a la expedición de la factura
 será el responsable del cumplimiento de todas las
obligaciones que se establecen en
este título.

En el caso de las personas y entidades a que se refiere el artículo 62.6 del Reglamento
del Impuesto
sobre el Valor Añadido, que hayan optado por el cumplimiento de la obligación
de expedir factura por
los destinatarios de las operaciones o por terceros, deberán
 presentar una declaración censal
comunicando dicha opción, la fecha a partir de la
 cual la ejercen y, en su caso, la renuncia a la
misma y la fecha de efecto.

2. Para que la obligación a que se refiere el artículo 2 pueda ser cumplida materialmente
 por el
destinatario de las operaciones, habrán de cumplirse los siguientes requisitos:

a) Deberá existir un acuerdo entre el empresario o profesional que realice las operaciones
 y el
destinatario de éstas, por el que el primero autorice al segundo la expedición
 de las facturas
correspondientes a dichas operaciones. Este acuerdo deberá suscribirse
 con carácter previo a la
realización de las operaciones y en él deberán especificarse
aquéllas a las que se refiera.

b) Cada factura así expedida deberá ser objeto de un procedimiento de aceptación
 por parte del
empresario o profesional que haya realizado la operación. Este procedimiento
se ajustará a lo que
determinen las partes.

c) El destinatario de las operaciones que proceda a la expedición de las facturas
deberá remitir una
copia al empresario o profesional que las realizó.

d) Estas facturas serán expedidas en nombre y por cuenta del empresario o profesional
que haya
realizado las operaciones que en ellas se documentan.

3. La obligación de expedir factura podrá ser cumplida por los empresarios o profesionales
o sujetos
pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido, mediante la contratación de
 terceros a los que
encomienden su expedición.

4. Cuando el destinatario de las operaciones o el tercero que expida las facturas
no esté establecido
en la Unión Europea, salvo que se encuentre establecido en Canarias,
Ceuta o Melilla o en un país
con el cual exista un instrumento jurídico relativo a
la asistencia mutua con un ámbito de aplicación
similar al previsto por la Directiva
 2010/24/UE del Consejo, de 16 de marzo de 2010, sobre la
asistencia mutua en materia
de cobro de los créditos correspondientes a determinados impuestos,
derechos y otras
medidas, y el Reglamento (UE) n.º 904/2010 del Consejo, de 7 de octubre de 2010,
relativo
a la cooperación administrativa y la lucha contra el fraude en el ámbito del Impuesto
sobre el
Valor Añadido, únicamente cabrá la expedición de facturas por el destinatario
de las operaciones o
por terceros previa comunicación a la Agencia Estatal de Administración
Tributaria.”.

Séptimo.- Por otra parte, se informa de que, en relación con las dudas suscitadas
sobre el lugar de
realización de los hechos imponibles, entrega de bienes y prestaciones
 de servicios, la Agencia
Estatal de Administración Tributaria ha incorporado en los
 portales del Impuesto sobre el Valor
Añadido (IVA) y Suministro Inmediato de Información
 del IVA (SII) un nuevo servicio de ayuda e
información al contribuyente denominado
 “Localizador”, creado para resolver las principales dudas
planteadas cuando el empresario
 o profesional realiza este tipo de operaciones con clientes o
proveedores no establecidos
en el territorio de aplicación del Impuesto.

En concreto, esta herramienta permite conocer el lugar de realización de las entregas
 de bienes,
distinguiendo entre entregas interiores, intracomunitarias y con destino
a terceros países.

En concreto, puede obtenerse información sobre dónde se localiza la entrega de un
 bien, si está
sujeta o exenta del Impuesto sobre el Valor Añadido, quién debe declarar
el Impuesto devengado en
la operación o cómo se declara en caso de no estar sujeta
o exenta en el territorio de aplicación del
impuesto español; también indicará si
en la factura se debe o no repercutir dicho impuesto.



En relación con las prestaciones de servicios, la herramienta indica dónde se localiza
la prestación
de servicios y, por tanto, si está sujeta al Impuesto sobre el Valor
Añadido, quién debe declarar el
Impuesto devengado en la operación o cómo se declara
en caso de que la prestación de servicios no
esté sujeta en el territorio de aplicación
del impuesto español; también indicará si en la factura se
debe o no repercutir el
Impuesto.

A estos efectos, podrá contactar con la Agencia Estatal de Administración Tributaria
a través de su
sede electrónica: http://www.aeat.es.

2.) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Partiendo de que la consultante es una persona física que tiene su residencia habitual
en España
según lo dispuesto en el artículo 9 de la de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre,
del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las
 leyes de los Impuestos sobre
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el
Patrimonio (BOE del día 29 de noviembre),
en adelante LIRPF, por lo que tiene la consideración
de contribuyente por el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas, deberá tributar
 en España en este impuesto por su renta mundial, con
independencia del lugar donde
se hayan producido las rentas y cualquiera que sea la residencia del
pagador de las
mismas, según se deriva del artículo 2 de la LIRPF, el cual establece que “constituye
el objeto de este Impuesto la renta del contribuyente, entendida como la totalidad
 de sus
rendimientos, ganancias y pérdidas patrimoniales y las imputaciones de renta
que se establezcan
por la ley, con independencia del lugar donde se hubiesen producido
 y cualquiera que sea la
residencia del pagador”.

Los rendimientos procedentes de la propiedad intelectual pueden tener para los autores
de la obra
(literaria, artística o científica) una triple calificación a efectos del
IRPF, ya que pueden considerarse
rendimientos del trabajo, de actividades profesionales
y de actividades empresariales.

Respecto a la primera de las posibles calificaciones que pueden tener estos rendimientos,
 el
apartado 2 del artículo 17 de la LIRPF incluye una relación de rendimientos a los
 que otorga
expresamente la consideración de rendimientos del trabajo, entre los que
incorpora (párrafo d) “los
rendimientos derivados de la elaboración de obras literarias,
artísticas o científicas, siempre que se
ceda el derecho a su explotación”. Consideración
 que se complementa con lo dispuesto en el
apartado 3: “No obstante, cuando los rendimientos
(...) supongan la ordenación por cuenta propia de
medios de producción y de recursos
humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la
producción o distribución
 de bienes o servicios, se calificarán como rendimientos de actividades
económicas”.

Siguiendo con la transcripción normativa de preceptos que pueden determinar la calificación
 de
estos rendimientos, el artículo 95.2.b).1º del Reglamento del Impuesto sobre la
 Renta de las
Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo
 (BOE del día 31), en
adelante RIRPF, considera rendimientos profesionales los obtenidos
por “los autores o traductores
de obras, provenientes de la propiedad intelectual
o industrial”. Añadiendo además que “cuando los
autores o traductores editen directamente
sus obras, sus rendimientos se comprenderán entre los
correspondientes a las actividades
empresariales”.

El artículo 27.1 de la LIRPF recoge la siguiente definición de los rendimientos íntegros
de actividades
económicas: “…aquellos que, procediendo del trabajo personal y del
capital conjuntamente, o de uno
solo de estos factores, supongan por parte del contribuyente
 la ordenación por cuenta propia de
medios de producción y de recursos humanos o de
uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la
producción o distribución de bienes
o servicios.

En particular, tienen esta consideración los rendimientos de las actividades extractivas,
 de
fabricación, comercio o prestación de servicios, incluidas las de artesanía, agrícolas,
 forestales,
ganaderas, pesqueras, de construcción, mineras, y el ejercicio de profesiones
liberales, artísticas y
deportivas.”

Por tanto, de acuerdo con los citados artículos, los rendimientos de la propiedad
 intelectual
percibidos por el propio autor tienen la consideración de rendimientos
del trabajo, siempre que se
ceda el derecho a su explotación. No obstante, cuando
 la cesión de derechos de propiedad
intelectual se realice en el ejercicio de una actividad
 económica, esto es, ordenación por cuenta
propia de medios de producción y de recursos
humanos, o de uno de ambos, con la finalidad de
intervenir en la producción o distribución
 de bienes o servicios, su calificación será la de
rendimientos de actividades profesionales.
Finalmente, cuando el autor edite directamente su obra,
los rendimientos se calificarán
como derivados de actividades empresariales.

Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado
1 del artículo
89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.


